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Resumen
El presente artículo analiza los principales desafíos estructura-
les que afectan la gobernabilidad democrática y la vigencia del 
Estado de Derecho en México. A partir de un enfoque cualita-
tivo y de revisión teórico-documental, se examinan problemá-
ticas relacionadas con la concentración del poder, la debilidad 
institucional, la corrupción, la impunidad y la militarización de 
la seguridad pública. El estudio parte de la premisa de que 
estos fenómenos no actúan de manera aislada, sino como 
dimensiones interrelacionadas que debilitan los mecanismos 
democráticos de control, erosionan la legitimidad institucio-
nal y limitan la capacidad del Estado para garantizar derechos 
y procesar demandas sociales de forma efectiva. Asimismo, se 
analizan los retos asociados con el fortalecimiento de la 
independencia judicial, la autonomía de los órganos constitu-
cionales, la transparencia, la rendición de cuentas y la partici-
pación ciudadana. Los resultados del análisis permiten soste-
ner que la consolidación democrática en México requiere no 
solo reformas legales, sino transformaciones institucionales y 
culturales orientadas al fortalecimiento de la legalidad, la 
confianza pública y los mecanismos democráticos de supervi-
sión y control.

Palabras clave: gobernabilidad democrática; Estado de 
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Abstract
This article analyzes the main structural challenges affecting 
democratic governance and the rule of law in Mexico. Using a 
qualitative and theoretical-documentary review approach, 
the study examines issues related to power concentration, 
institutional weakness, corruption, impunity, and the militari-
zation of public security. The analysis is based on the premise 
that these phenomena do not operate independently, but 
rather as interconnected dimensions that weaken democratic 
accountability mechanisms, erode institutional legitimacy, 
and limit the State’s capacity to guarantee rights and effecti-
vely address social demands. The paper also explores challen-
ges associated with judicial independence, the autonomy of 
constitutional bodies, transparency, accountability, and 
citizen participation. The findings suggest that democratic 
consolidation in Mexico requires not only legal reforms, but 
also broader institutional and cultural transformations aimed 
at strengthening legality, public trust, and democratic oversi-
ght mechanisms.

Keywords: democratic governance; rule of law; corruption; 
institutional weakness; militarization; accountability.
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Introducción
El Estado de Derecho constituye uno de los pilares fundamen-
tales de la gobernabilidad democrática, al garantizar la supre-
macía de la ley, la división de poderes, la protección de los 
derechos fundamentales y la rendición de cuentas de las 
autoridades frente a la ciudadanía. Su efectividad implica que 
tanto gobernantes como particulares actúen dentro de límites 
jurídicamente establecidos y bajo mecanismos institucionales 
de control. 

En México, sin embargo, este principio de la gobernabilidad 
democrática ha enfrentado históricamente importantes 
tensiones derivadas de prácticas autoritarias, debilidades 
institucionales y una cultura política marcada por el presiden-
cialismo, la opacidad administrativa y la aplicación desigual de 
la ley.

En el contexto contemporáneo, la gobernabilidad democráti-
ca mexicana enfrenta desafíos estructurales vinculados con la 
concentración de poder en el Ejecutivo, la fragilidad de los 
contrapesos institucionales, la corrupción, la impunidad y la 
creciente militarización de funciones civiles. Estas problemáti-
cas afectan la legitimidad de las instituciones públicas, debili-
tan la confianza ciudadana y generan obstáculos para la 
consolidación efectiva del Estado de Derecho. A ello se suman 
factores sociales como la desigualdad, la exclusión y la limita-
da cultura de legalidad, que profundizan las brechas en el 
acceso a la justicia y en la garantía efectiva de los derechos 
fundamentales.

En este contexto, el presente artículo tiene como objetivo 
analizar los principales desafíos estructurales que enfrenta la 
gobernabilidad democrática y el Estado de Derecho en 
México, particularmente en relación con la concentración del 
poder, la debilidad institucional, la corrupción, la impunidad y 
la militarización de la seguridad pública (Manrique Molina, 
2026). La pregunta que guía el estudio es la siguiente: ¿de qué 
manera estos factores afectan la consolidación democrática y 
el funcionamiento efectivo del Estado de Derecho en México?
Metodológicamente, el trabajo se desarrolla como una inves-
tigación de revisión teórica y documental, sustentada en el 
análisis de literatura académica, marcos normativos y 
estudios especializados sobre gobernabilidad democrática, 
instituciones políticas y Estado de Derecho en México. A partir 
de este enfoque, se examinan las principales dimensiones que 
inciden en la estabilidad institucional y en la capacidad del 
sistema político para garantizar el equilibrio entre poder, 
legalidad y protección de derechos.

Metodología
El presente estudio se realizó desde un enfoque cualitativo de 
carácter teórico-documental, orientado al análisis de los 
principales desafíos estructurales que enfrenta la gobernabili-
dad democrática y el Estado de Derecho en México. La investi-
gación se fundamenta en la revisión y análisis crítico de litera-
tura académica especializada, documentos institucionales, 
marcos normativos e informes elaborados por organismos 
nacionales e internacionales vinculados con el estudio de la 
democracia, la legalidad, la corrupción, la seguridad pública 

y el funcionamiento institucional.

El método empleado corresponde al análisis documental, 
entendido como una estrategia de interpretación sistemática 
de fuentes bibliográficas y normativas que permite identificar 
categorías analíticas, tendencias y problemáticas relacionadas 
con el objeto de estudio. Para ello, se seleccionaron trabajos 
académicos, informes técnicos e indicadores recientes prove-
nientes de instituciones reconocidas por su producción en 
materia de Estado de Derecho, transparencia, gobernabilidad 
y derechos humanos, preferentemente de México, pero se 
incluyeron algunos artículos de otros países de América Latina 
con el objetivo de dar mayor consistencia a los análisis, sobre 
todo en los aspectos comparativos.

Los criterios de selección de fuentes consideraron la pertinen-
cia temática, actualidad, relevancia académica y respaldo 
institucional de los documentos consultados. En este sentido, 
se incorporaron aportes teóricos y evidencia especializada 
relacionada con la concentración del poder, la debilidad 
institucional, la corrupción, la impunidad y la militarización de 
la seguridad pública en México.

El alcance del estudio es analítico e interpretativo, ya que 
busca examinar las principales dimensiones que afectan el 
funcionamiento del Estado de Derecho y la consolidación 
democrática en México, sin pretender realizar mediciones 
cuantitativas exhaustivas ni establecer relaciones causales 
definitivas. Desde esta perspectiva, el trabajo propone una 
reflexión crítica sobre las condiciones estructurales que 
limitan la efectividad institucional y el fortalecimiento demo-
crático en el contexto mexicano contemporáneo.

Desarrollo Teórico
Gobernabilidad democrática, Estado de Derecho y debilidad 
institucional
La gobernabilidad democrática constituye un concepto multi-
dimensional que articula la capacidad del Estado para garanti-
zar estabilidad política, desarrollo institucional, inclusión 
social y respeto al Estado de Derecho. Su consolidación 
depende no solo de la existencia formal de instituciones 
democráticas, sino también de su efectividad para responder 
a las demandas sociales, garantizar derechos y mantener 
mecanismos legítimos de ejercicio del poder.

Desde esta perspectiva, la gobernabilidad democrática se 
sustenta en tres dimensiones fundamentales: el desarrollo 
político-institucional, el desarrollo económico y social, y la 
integración de la ciudadanía al sistema democrático (Rojas, 
2004). En términos político-institucionales, implica que las 
autoridades legítimamente electas ejerzan control efectivo 
del territorio, formulen políticas públicas, administren recur-
sos estatales y garanticen el cumplimiento del orden jurídico 
mediante instituciones funcionales y relativamente autóno-
mas. En el plano económico y social, supone la capacidad 
estatal para generar condiciones mínimas de bienestar y 
satisfacción de necesidades básicas. Finalmente, la integra-
ción social requiere condiciones orientadas al respeto de los 
derechos humanos, la igualdad de oportunidades y la 
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inclusión de sectores históricamente vulnerables.

En este marco, el Estado de Derecho constituye un compo-
nente esencial de la gobernabilidad democrática, ya que 
limita el ejercicio arbitrario del poder y establece que tanto 
gobernantes como ciudadanos deben actuar conforme a 
normas jurídicas previamente establecidas (Motta García, 
2024). Su funcionamiento presupone la existencia de leyes 
públicas y transparentes, igualdad ante la ley, acceso efectivo 
a la justicia y mecanismos institucionales capaces de proteger 
los derechos fundamentales y garantizar la rendición de cuen-
tas.

No obstante, en México estos principios han enfrentado 
importantes tensiones derivadas de la persistencia histórica 
del presidencialismo y de la concentración del poder político 
en el Ejecutivo. En los últimos años, distintas reformas y 
decisiones gubernamentales han generado debates sobre el 
debilitamiento de organismos autónomos, la fragilidad de los 
contrapesos institucionales y las presiones ejercidas sobre 
instituciones encargadas de la fiscalización y el control demo-
crático. Esta situación ha sido señalada por diversos analistas 
como un factor que contribuye al deterioro de la autonomía 
institucional y al debilitamiento de los mecanismos de super-
visión democrática (Ackerman, 2016).

La debilidad institucional también se manifiesta en problemas 
relacionados con la transparencia administrativa y el funcio-
namiento de los sistemas anticorrupción. A pesar de la 
existencia de marcos normativos y organismos especializados, 
persisten dificultades asociadas con la coordinación interinsti-
tucional, la supervisión de contrataciones públicas y la efecti-
vidad de los mecanismos de control. En consecuencia, la 
corrupción y la impunidad tienden a reproducirse como 
fenómenos estructurales que afectan la legitimidad institucio-
nal y erosionan la confianza ciudadana.

En este contexto, la concentración de poder y la fragilidad de 
los contrapesos democráticos generan riesgos para la consoli-
dación del Estado de Derecho, al debilitar el pluralismo políti-
co y reducir la efectividad de los mecanismos de rendición de 
cuentas. Frente a ello, el fortalecimiento de las autonomías 
institucionales, la transparencia gubernamental y la profesio-
nalización de los órganos de control resultan elementos 
fundamentales para preservar la gobernabilidad democrática 
y limitar posibles abusos del poder estatal.

Estado de Derecho, corrupción e impunidad: obstáculos 
estructurales
Uno de los principales desafíos para la consolidación del 
Estado de Derecho en México es la persistencia de la corrup-
ción y la impunidad como fenómenos estructurales que 
afectan el funcionamiento institucional y debilitan la legitimi-
dad democrática (Rodríguez Guillén y Ávila, 2019). La corrup-
ción no se limita únicamente al uso indebido de recursos 
públicos, sino que altera los mecanismos de toma de decisio-
nes, distorsiona la aplicación de las normas y profundiza las 
desigualdades sociales al favorecer prácticas de privilegio y 
discrecionalidad y, con esto, se va produciendo también 

un deterioro de la confianza en la ética y, en el plano moral, 
otros tipos de moralidades se van practicando con crecientes 
niveles de validación socio-comunitaria e institucional. 

Si bien estas reflexiones y argumentos están centrados en la 
dimensión jurídica, en el campo del Derecho, se trata de una 
temática atravesada de manera compleja por múltiples facto-
res y componentes sociales, donde la normas tienen un peso 
de mucha importancia pero nunca alcanzaron, ni alcanzan ni 
alcanzarán por sí solas a resolver los problemas y a superar los 
obstáculos (Valenzuela, 2024; y Marrero Caballero, 2025)

En contextos donde las normas jurídicas se aplican de manera 
selectiva, el principio de igualdad ante la ley pierde efectivi-
dad material y se debilita la confianza ciudadana en las institu-
ciones. Desde esta perspectiva, la corrupción impacta directa-
mente sobre la gobernabilidad democrática, ya que reduce la 
credibilidad del Estado, limita la transparencia en la gestión 
pública y deteriora los mecanismos de rendición de cuentas.

La impunidad, entendida como la ausencia de consecuencias 
jurídicas efectivas frente a conductas ilícitas, constituye un 
elemento que favorece la reproducción sistemática de prácti-
cas corruptas. Factores como la limitada capacidad investigati-
va de las fiscalías, la sobrecarga del sistema judicial, la insufi-
ciente profesionalización de los órganos de procuración de 
justicia y los cuestionamientos sobre su autonomía institucio-
nal contribuyen a fortalecer la percepción social de ineficacia 
del sistema legal.

Hay datos que resultan alarmantes, como los siguientes que 
aporta el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 
donde las estadísticas reflejan que en México se registraron 
preliminarmente 33 241 homicidios en 2024, lo que equivale 
a una tasa de 25.6 homicidios por cada 100 mil habitantes. 
Esta cifra representó un aumento respecto a 2023 y rompió la 
tendencia de disminución observada en los años previos. 

La misma institución citada en el párrafo anterior, apunta que 
aproximadamente el 71.8 % de los homicidios fueron cometi-
dos con arma de fuego; de los cuales 46 homicidios por cada 
100 mil corresponden a la tasa masculina y 5.6 por cada 100 
mil a mujeres. (INEGI, 2025)

Diversos indicadores internacionales han señalado de manera 
recurrente las dificultades que enfrenta México en materia de 
Estado de Derecho y control de la corrupción. Informes del 
World Justice Project y de Transparencia Internacional mues-
tran rezagos relacionados con la efectividad judicial, la 
percepción de corrupción y los niveles de impunidad, elemen-
tos que afectan la confianza pública y limitan la consolidación 
institucional. Estas problemáticas evidencian que el desafío 
no radica únicamente en la existencia de marcos normativos 
formales, sino en la capacidad efectiva del Estado para garan-
tizar su cumplimiento.

Aunque México cuenta con un entramado jurídico relativa-
mente avanzado en materia anticorrupción, la implementa-
ción de sus mecanismos institucionales ha enfrentado 
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importantes limitaciones. El Sistema Nacional Anticorrupción, 
concebido como un instrumento de coordinación entre distin-
tas instancias de control y fiscalización, ha mostrado dificulta-
des operativas asociadas con problemas de articulación 
institucional, insuficiencia de recursos y limitada voluntad 
política para garantizar su funcionamiento pleno. En conse-
cuencia, la ausencia de resultados tangibles ha generado 
escepticismo social respecto de la eficacia de las reformas 
legales y de la capacidad estatal para combatir estructural-
mente la corrupción y la impunidad.

Seguridad, militarización y gobernabilidad democrática
La crisis de seguridad pública constituye uno de los desafíos 
más complejos para el Estado de Derecho y la gobernabilidad 
democrática en México, debido a su impacto directo sobre la 
capacidad estatal para garantizar legalidad, orden y protec-
ción de derechos fundamentales. La expansión de la violencia 
criminal, el fortalecimiento territorial de organizaciones 
delictivas y las limitaciones estructurales de las instituciones 
civiles de seguridad y justicia han evidenciado dificultades 
persistentes del Estado para ejercer de manera efectiva el 
monopolio legítimo de la fuerza.

Frente a este escenario, el recurso creciente a las fuerzas 
armadas en tareas de seguridad pública ha sido presentado 
como una medida extraordinaria orientada a contener la 
violencia y compensar las debilidades de las corporaciones 
policiales civiles. Sin embargo, con el paso del tiempo, esta 
excepcionalidad se ha transformado progresivamente en un 
componente permanente de la política de seguridad pública, 
normalizando la participación militar en funciones que, 
dentro de un régimen democrático, corresponden esencial-
mente a autoridades civiles.

Desde una perspectiva institucional, la militarización plantea 
tensiones relevantes con los principios del Estado de Derecho. 
Las fuerzas armadas operan bajo una lógica jerárquica y de 
confrontación que difiere del enfoque preventivo, comunita-
rio y garantista que debe caracterizar a los cuerpos civiles de 
seguridad. En consecuencia, la ampliación de funciones 
militares en contextos civiles incrementa el riesgo de uso 
excesivo de la fuerza, detenciones arbitrarias y violaciones a 
derechos humanos, particularmente en sectores sociales 
vulnerables (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2020).

Asimismo, la expansión de funciones militares genera desafíos 
relacionados con la rendición de cuentas y el control demo-
crático. Los mecanismos tradicionales de supervisión institu-
cional, como el escrutinio parlamentario, la transparencia 
administrativa y el control judicial, suelen enfrentar mayores 
limitaciones frente a instituciones caracterizadas histórica-
mente por altos niveles de reserva y autonomía operativa. 
Esta situación dificulta la investigación y sanción de posibles 
abusos y contribuye a fortalecer escenarios de impunidad.

La militarización también produce efectos indirectos sobre el 
desarrollo institucional del Estado. La priorización de respues-
tas de fuerza y medidas de corto plazo tiende a desplazar 
reformas estructurales orientadas al fortalecimiento de las 

policías civiles, la profesionalización de los cuerpos de investi-
gación y la consolidación de sistemas de justicia eficaces. 
(Robledo Hoecker, 2022) En este sentido, la dependencia 
prolongada de las fuerzas armadas funciona como un meca-
nismo compensatorio frente a las debilidades institucionales, 
pero no resuelve de manera sostenible las causas estructura-
les de la inseguridad.

Desde la perspectiva de la gobernabilidad democrática, la 
seguridad pública no puede reducirse únicamente al control 
territorial o a la disminución de indicadores de violencia, sino 
que debe entenderse como la capacidad del Estado para 
garantizar derechos, fortalecer la confianza ciudadana y resol-
ver conflictos dentro del marco de la legalidad. (Ramírez 
Baraja y Mújica, 2026) Por ello, la normalización de la militari-
zación puede generar condiciones temporales de estabilidad, 
aunque simultáneamente debilite los fundamentos democrá-
ticos y limite el fortalecimiento institucional necesario para 
consolidar el Estado de Derecho.

En consecuencia, enfrentar de manera sostenible la crisis de 
seguridad en México requiere una reorientación de las políti-
cas públicas hacia el fortalecimiento de instituciones civiles, la 
profesionalización policial, la coordinación interinstitucional y 
la atención a factores estructurales como la desigualdad, la 
exclusión social y la corrupción. Solo mediante un modelo de 
seguridad democrática basado en la legalidad, la rendición de 
cuentas y el respeto efectivo a los derechos humanos será 
posible avanzar hacia una gobernabilidad democrática sólida 
y una vigencia efectiva del Estado de Derecho.

Retos para la consolidación democrática y el fortalecimiento 
del Estado de Derecho
La consolidación de la gobernabilidad democrática en México 
exige un enfoque integral que reconozca la interdependencia 
entre Estado de Derecho, rendición de cuentas y participación 
ciudadana (Navarro, 2021) Estos elementos se fortalecen 
mutuamente en la medida en que las instituciones públicas 
operan bajo reglas claras, límites efectivos al poder y mecanis-
mos accesibles de supervisión democrática. Sin instituciones 
sólidas, transparentes y confiables, la democracia corre el 
riesgo de reducirse a un ejercicio predominantemente proce-
dimental, con capacidades limitadas para garantizar derechos 
y procesar demandas sociales de manera legítima.

Uno de los principales desafíos radica en el fortalecimiento de 
la independencia judicial. El Poder Judicial constituye un actor 
fundamental para la protección de la constitucionalidad, los 
derechos fundamentales y el equilibrio entre poderes. Sin 
embargo, factores como las presiones políticas, las limitacio-
nes presupuestales, la sobrecarga de trabajo y los cuestiona-
mientos sobre los mecanismos de designación y evaluación 
judicial han afectado su legitimidad social y su percepción de 
autonomía. La consolidación del Estado de Derecho requiere, 
por tanto, un sistema judicial profesional, independiente y 
accesible que garantice decisiones imparciales y mecanismos 
efectivos de acceso a la justicia.

De igual manera, la autonomía efectiva de los órganos
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constitucionales autónomos representa un reto estratégico 
para la estabilidad democrática. (Cancino y León, 2020) Estas 
instituciones cumplen funciones especializadas vinculadas 
con la organización electoral, la transparencia, la protección 
de derechos humanos y la regulación de sectores estratégicos, 
operando como contrapesos frente al poder político. No 
obstante, su eficacia depende no solo de su reconocimiento 
jurídico, sino también de condiciones materiales e institucio-
nales que aseguren independencia operativa, estabilidad 
presupuestaria y procesos de designación sustentados en 
criterios técnicos y de mérito. La deslegitimación o captura 
política de estos órganos debilita el equilibrio institucional y 
limita la calidad democrática.

Otro desafío fundamental consiste en fortalecer la cultura de 
la legalidad. La vigencia efectiva del Estado de Derecho no 
depende únicamente de la existencia de normas formales, 
sino también de su aceptación social y de su aplicación impar-
cial por parte de las autoridades. Cuando la ciudadanía perci-
be que la ley se aplica de manera selectiva o discrecional, se 
debilita la confianza institucional y se normalizan prácticas 
informales que erosionan la legitimidad del sistema jurídico. 
En este sentido, promover valores asociados con la ética 
pública, la responsabilidad ciudadana y el respeto a las 
normas constituye una tarea de largo plazo que involucra 
tanto al sistema educativo como a las instituciones públicas y 
los medios de comunicación (Uvalle, 2007).

Asimismo, la transparencia y el acceso a la información públi-
ca representan instrumentos fundamentales para fortalecer la 
rendición de cuentas y el control democrático. El acceso a 
información confiable permite a la ciudadanía evaluar el 
desempeño gubernamental, identificar irregularidades y 
participar de manera informada en los asuntos públicos 
(Chipuli Castillo, 2021). Sin embargo, la persistencia de prácti-
cas de opacidad y las limitaciones en materia de acceso a 
información estratégica reducen las capacidades de supervi-
sión social y afectan la confianza en las instituciones.

Finalmente, la participación ciudadana y el fortalecimiento de 
la sociedad civil constituyen condiciones indispensables para 
la consolidación democrática. Una ciudadanía activa e 
informada contribuye a la vigilancia del poder público, la 
defensa de derechos y la construcción de consensos institu-
cionales. La participación democrática no debe limitarse 
exclusivamente a los procesos electorales, sino extenderse a 
mecanismos permanentes de deliberación, evaluación y 
exigencia de responsabilidades públicas. En consecuencia, la 
protección de libertades fundamentales como la libertad de 
expresión, asociación y protesta pacífica resulta esencial para 
preservar la vigencia del Estado de Derecho y fortalecer la 
gobernabilidad democrática.

Análisis de las dimensiones
Concentración de poder y fragilidad institucional
La concentración de poder constituye uno de los principales 
desafíos para la consolidación del Estado de Derecho y la 
gobernabilidad democrática en México. En este contexto, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha 

desempeñado históricamente un papel ambivalente en la 
contención del poder ejecutivo. Aunque en determinados 
periodos ha mantenido posiciones de autocontención institu-
cional, en años recientes ha emitido criterios relevantes orien-
tados a la defensa de la división de poderes y de la autonomía 
de los órganos constitucionales autónomos.

En diversas acciones de inconstitucionalidad, la SCJN ha soste-
nido que dichos órganos cumplen funciones esenciales dentro 
del sistema democrático al operar como contrapesos técnicos 
y especializados frente al poder político. Desde esta perspecti-
va, el debilitamiento o supresión injustificada de estas institu-
ciones afecta el equilibrio entre poderes y compromete princi-
pios fundamentales del orden constitucional mexicano.

No obstante, la eficacia práctica de estos criterios enfrenta 
limitaciones derivadas tanto del contexto político como de las 
dinámicas legislativas posteriores. Aunque el Poder Judicial 
dispone de atribuciones constitucionales relevantes, su 
capacidad para contener de manera estructural la concentra-
ción del poder se ve condicionada por presiones políticas, 
restricciones presupuestales y tensiones institucionales que 
reducen su margen de actuación (Habermas, 1998).

La concentración de poder no constituye únicamente un 
problema de diseño constitucional, sino que tiene efectos 
directos sobre la calidad de la gobernabilidad democrática. 
Cuando los mecanismos de control institucional se debilitan, 
aumenta la discrecionalidad gubernamental, disminuye la 
capacidad de supervisión pública y se reducen las posibilida-
des de corrección institucional frente a decisiones arbitrarias. 
En consecuencia, el Estado de Derecho corre el riesgo de 
convertirse en un marco normativo predominantemente 
formal, con limitada efectividad material (Aguilar, 2010).

En México, esta dinámica también ha repercutido en la dismi-
nución del papel deliberativo del Poder Legislativo, que en 
distintos momentos ha transitado de constituirse como un 
contrapeso político efectivo a funcionar principalmente como 
instancia de validación gubernamental. Ello afecta la plurali-
dad del debate público, limita la representación de intereses 
diversos y debilita la legitimidad de los procesos de toma de 
decisiones. Como señalan diversos autores, la gobernabilidad 
democrática depende de la capacidad del sistema político 
para procesar demandas sociales de manera legítima y eficaz 
(Carbonell, 2014), condición que se ve comprometida cuando 
las decisiones tienden a concentrarse en una sola esfera de 
poder (Linz, 1990).

Asimismo, la fragilidad institucional se expresa en problemas 
asociados con la limitada profesionalización de la administra-
ción pública, la alta rotación de cuadros técnicos y la subordi-
nación de criterios especializados a decisiones predominante-
mente políticas. Estas prácticas afectan la continuidad de las 
políticas públicas, erosionan la confianza ciudadana y reducen 
la capacidad estatal para enfrentar problemas estructurales 
como la desigualdad, la pobreza y la inseguridad.
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Discusión
El análisis desarrollado permite observar que los desafíos que 
enfrenta la gobernabilidad democrática en México no respon-
den a fenómenos aislados o exclusivamente coyunturales, 
sino a dinámicas estructurales que afectan de manera simul-
tánea el funcionamiento institucional, la legitimidad del 
Estado y la vigencia efectiva del Estado de Derecho. La 
concentración del poder, la fragilidad de los contrapesos 
democráticos, la corrupción, la impunidad y la militarización 
de la seguridad pública configuran un entramado de proble-
máticas interrelacionadas que limitan la consolidación demo-
crática y reducen la capacidad institucional para responder de 
manera eficaz y legítima a las demandas sociales.

Uno de los elementos centrales identificados es la persisten-
cia de una cultura política caracterizada por tendencias 
centralizadoras y prácticas de concentración decisoria que 
debilitan el equilibrio entre poderes. Aunque el sistema 
constitucional mexicano contempla mecanismos de control y 
supervisión institucional, en la práctica estos enfrentan limita-
ciones derivadas de factores políticos, administrativos y 
presupuestales que afectan su autonomía y efectividad. Esta 
situación genera tensiones permanentes entre legalidad 
formal y funcionamiento material de las instituciones demo-
cráticas.

Asimismo, el estudio evidencia que la corrupción y la impuni-
dad no constituyen únicamente desviaciones individuales o 
problemas administrativos, sino fenómenos estructurales 
vinculados con debilidades históricas del sistema institucio-
nal. La insuficiente capacidad de investigación, la limitada 
efectividad de los órganos de control y las dificultades para 
garantizar sanciones efectivas contribuyen a reproducir 
dinámicas de desconfianza ciudadana y deterioro de la legiti-
midad pública. En este sentido, los indicadores internaciona-
les sobre percepción de corrupción y debilidad del Estado de 
Derecho reflejan problemáticas persistentes que trascienden 
cambios gubernamentales específicos.

Por otra parte, la creciente participación de las fuerzas arma-
das en tareas de seguridad pública evidencia las dificultades 
del Estado para fortalecer instituciones civiles capaces de 
enfrentar de manera sostenible la crisis de violencia e insegu-
ridad. Aunque la militarización ha sido presentada como una 
respuesta excepcional frente a contextos críticos, su prolonga-
ción tiende a normalizar esquemas de seguridad que pueden 
resultar incompatibles con los principios democráticos y con 
una concepción garantista del Estado de Derecho. La seguri-
dad pública, desde una perspectiva democrática, requiere no 
solo control territorial, sino también legitimidad institucional, 
respeto a los derechos humanos y mecanismos efectivos de 
rendición de cuentas.

En conjunto, estas dimensiones muestran que la consolida-
ción democrática en México depende no únicamente de 
reformas jurídicas o rediseños institucionales formales, sino 
de transformaciones más profundas orientadas al fortaleci-
miento de la cultura de legalidad, la autonomía de las institu-
ciones públicas y la reconstrucción de la confianza

ciudadana. La gobernabilidad democrática exige instituciones 
capaces de limitar el ejercicio arbitrario del poder, garantizar 
derechos y procesar conflictos sociales dentro de marcos 
legítimos y transparentes.

Finalmente, los hallazgos del estudio permiten sostener que el 
fortalecimiento del Estado de Derecho en México requiere 
una estrategia integral que combine reformas institucionales, 
profesionalización administrativa, combate efectivo a la 
corrupción y consolidación de mecanismos democráticos de 
control y participación ciudadana. Sin estas condiciones, 
persiste el riesgo de que la democracia opere predominante-
mente como una estructura formal, con capacidades limitadas 
para garantizar plenamente legalidad, justicia e inclusión 
social.

Conclusiones
El presente estudio permitió analizar los principales desafíos 
estructurales que afectan la gobernabilidad democrática y la 
vigencia efectiva del Estado de Derecho en México, particular-
mente aquellos relacionados con la concentración del poder, 
la fragilidad institucional, la corrupción, la impunidad y la 
militarización de la seguridad pública. A partir del análisis 
documental realizado, se identificó que estas problemáticas 
no operan de manera aislada, sino que conforman un conjun-
to de dinámicas interdependientes que debilitan los mecanis-
mos democráticos de control, afectan la legitimidad institucio-
nal y limitan la capacidad del Estado para garantizar derechos 
y procesar demandas sociales de manera eficaz y transparen-
te.

Uno de los hallazgos centrales del estudio consiste en recono-
cer que la persistencia de prácticas centralizadoras y la debili-
dad de los contrapesos institucionales generan tensiones 
permanentes entre el funcionamiento formal de las institucio-
nes democráticas y su efectividad material. Aunque el sistema 
jurídico mexicano contempla mecanismos de supervisión y 
control constitucional, su capacidad de actuación se ve condi-
cionada por factores políticos, administrativos y estructurales 
que dificultan la consolidación plena del Estado de Derecho.

Asimismo, el trabajo evidenció que la corrupción y la impuni-
dad continúan representando obstáculos estructurales para la 
gobernabilidad democrática. La limitada efectividad de los 
mecanismos de fiscalización, las deficiencias en los sistemas 
de procuración de justicia y las dificultades para garantizar 
sanciones efectivas contribuyen al deterioro de la confianza 
ciudadana y a la percepción de inequidad en la aplicación de 
la ley. Del mismo modo, la expansión de la militarización en 
tareas de seguridad pública refleja las debilidades históricas 
de las instituciones civiles y plantea importantes desafíos en 
materia de derechos humanos, transparencia y rendición de 
cuentas.

En este contexto, la consolidación democrática en México 
requiere superar enfoques limitados a reformas normativas 
aisladas y avanzar hacia estrategias integrales orientadas al 
fortalecimiento institucional, la profesionalización administra-
tiva, la autonomía de los órganos de control y la

Investigación        Negocios ISSN ONLINE 2521-2737 V.19  N°33  AÑO 2026 &Revista Científica Online

-91-



construcción de una cultura de legalidad. La efectividad del 
Estado de Derecho depende no solo de la existencia de 
marcos jurídicos formales, sino también de la capacidad de las 
instituciones para aplicarlos de manera imparcial, transparen-
te y legítima.

Finalmente, puede afirmarse que el fortalecimiento de la 
gobernabilidad democrática exige una ciudadanía activa, 
instituciones autónomas y mecanismos efectivos de participa-
ción y rendición de cuentas que permitan limitar el ejercicio 
arbitrario del poder y garantizar la protección de los derechos 
fundamentales. Solo mediante el fortalecimiento simultáneo 
de legalidad, transparencia, justicia y participación democráti-
ca será posible avanzar hacia un modelo de Estado más legíti-
mo, inclusivo y democrático en México.
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